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óncl¡¡o JUDtcTAL
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMINISTRATIVO Y LABORAL

§v

Panamá, nueve (9) de mayo de dos mil veintitrés (2023).

VISTOS:

El Licenciado Ramón Alexis Pinzón Ortiz, actuando en nombre y

representación de RUGIERE DELVALLE RíOS, ha presentado ante la Sala

Tercera de la Corte Suprema de Justicia, demanda contencioso administrativa de

plena jurisdicción, para que se declare nula, por ilegal, la Resolución

Administrativa No.045 de 15 de enero de 2020, emitida por la Lotería Nacional

de Beneficencia, así como su acto conf¡rmatorio y para que se hagan otras

declaraciones.

Una vez repartida la acción ensayada, el Tribunal procedió a realizar el

examen de admisibilidad, para lo cual dictó la Resolución de 11 de agosto de

2020, mediante la cual se admitió la misma; se envió copia a la Directora General

de la Lotería Nacional de Beneficencia para que rindiese un informe explicativo

de conducta; se le corrió traslado al Procurador de la Administración para que

contestara la demanda; y se abrió la causa a pruebas (Cfr. f. 184 del expediente

judicial).

I. LA PRETENSIÓN Y EL FUNDAMENTO DE LA DEMANDA.

El apoderado judicial del demandante solicita a este Tribunal que declare

nula, por ilegal, la Resolución Administrativa No. 045 de 15 de enero de 2020,

por medio de la cual la Directora General de la Lotería Nacional de Beneficencia

dejó sin efecto el nombram¡ento de Rugiere Delvalle Ríos en el cargo de Asesor

l, Código No. 0013050, Posición No. 1544, que el prenombrado ocupaba en dicha
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entidad del Estado, y ordenó reconocerle las prestaciones económicas a las que

el m¡smo tuviese derecho. lgualmente, se solicita la declaratoria de nulidad, por

ilegal, del acto confirmatorio, a saber, la Resolución No. 2020-16 de 11 de febrero

de 2020, dictada por la referida entidad pública (Cfr. fs. 177 y 189-180 del

expediente judicial).

Como consecuencia de Io anterior, y en restablecimiento del derecho

subjetivo lesionado, solicita el reintegro de su poderdante al m¡smo cargo y con

igual salario; además, que se le paguen los salarios dejados de percibir desde el

momento de la desvinculación hasta que se haga efectivo su reintegro (Cfr. f.4

del expediente judicial).

La actora sustenta tales pretensiones alegando que con la emisión de los

actos demandados (originario y confirmatorio), la Lotería Nacional de

Beneficencia infringió la siguiente normativa:

't. Los artículos 1 y 2 (parágrafo, numeral 1) de la Ley 59 de 2005' que

adopta normas de protección laboral para las personas con enfermedades

crónicas, involutivas y/o degenerativas que produzcan discapacidad laboral'

modificada por la Ley 25 de2018'.

"Artículo 1. Todo trabajador, nacional o extranjero, a quien se le detecte
enfermedades crónicas, involutivas y/o degenerativas que produzcan

discapacidad laboral, tiene derecho a mantener su puesto de trabajo en

igualdad de condiciones a las que tenía antes del diagnóstico médico."

"ArtÍculo 2. El padec¡miento de enfermedades crónicas, involutivas y/o

degenerativas que produzcan discapacidad laboral parcial, no podrá ser
invócado como una causal de desp¡do por las instituciones públicas ni por

los empleadores particulares, si el trabajador cumple con los requisitos
para mantenerse laborando en un cargo que sea compatible con su
jerarquía, fueza, aptitudes, preparación, destreza y con su nueva

condición.

Parágrafo. Para los efectos de esta Ley, las enfermedades crónicas,
involutivas y degenerativas se entenderán asi:

1. Enfermedades crónicas. Son las que, una vez diagnosticadas' su

tratamiento, que va más allá de los tres meses, es solo paliat¡vo y no

curativo, lo que lleva ¡mplíc¡ta la cronicidad, entre ellas, diabetes
mellitus, lesiones tumorales malignas (cánceo, hipertensión arterial y

síndrome de inmunodeficiencia adquirida.

Al explicar el concepto de violación directa por omisión de las normas

previamente citadas, el Licenciado Pinzón Ortiz sostiene que, pese a haber
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tenido conocimiento de la enfermedad crónica (Dlabetes Mellitus tipo 2) que

padece el señor Delvalle Ríos, la Directora General de dicha entidad procedió a

emitir el acto impugnado, ignorando el derecho que le asiste al prenombrado

demandante a mantener su puesto de trabajo en las mismas condiciones que

tenía antes del referido diagnóstico médico.

2. Los artículos 15 (literal a) y 114 de la Resolución No. 85-01 de2 de

mayo de 1985, por la cual se adoptó el Reglamento de Personal de la Lotería

Nacional de Beneficencia, posteriormente derogada por la Resolución No. 2017-

01 de 20 de febrero de2017:

"Artículo 15. Los funcionar¡os de la Lotería Nacional de Beneficencia
tendrán los siguientes derechos:

a. Gozar de estabil¡dad en el ejercicio de su cargo, mientras no incurra
en las causales de destitución señaladas en este Reglamento;

b....'

"Artículo I 14. Son causales de destitución del cargo las siguientes
conductas:

a. Reincidencia en las causales de suspensión,
b. Conducta escandalosa comprobada que r¡ña con la moral,
c. Negligencia en el cargo,
d. lneptitud comprobada en el lapso no menor de un año en el ejercicio

de sus funciones,
e. Deshonestidad en el manejo de las organizaciones socio-culturales

de la lnstitución,
f. Tratar de abusar del pudor de una dama en la lnstitución."

En relación con la supuesta violación de estas normas reglamentarias, el

apoderado judicial alega que la entidad demandada adoptó la decisión atacada,

sin tomar en consideración el derecho a la estabilidad que le asiste a todo

servidor de la Lotería Nacional de Beneficencia que no haya incurrido en ninguna

de las causales de destitución previamente establecidas en el Reglamento de

Personal en referencia, como es el caso del señor Delvalle Ortiz, quien no ha

incurrido en las conductas señaladas.

3. El artículo 99 del Código Judicial:

"Artículo 99. Las sentencias que dicte la Sala Tercera, en virtud de lo
dispuesto en esta Sección, son finales, definitivas y obligatorias; no
admiten recurso alguno, y las de nulidad deberán publicarse en lo Gaceta
Oficial."
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A juicio de quien recuffe, la actuación de la Lotería Nacional de

Beneficencia contraviene el artículo en mención, toda vez que, al emitir el acto

impugnado, la entidad acusada desconoció la decisión adoptada mediante la

Sentencia de 31 de octubre de 2014, por medio de Ia cual, la Sala Tercera de Ia

Corte Suprema de Justicia reconoció el derecho a la estabilidad laboral que

ampara al demandante Rugiere Delvalle Rios, por razón de haberse acreditado

su padecimiento de una enfermedad crónica, involutiva y/o degenerativa, a saber,

Diabetes Mellitus; decisión que por ser final, definitiva y obligatoria, produce

efecto de cosa juzgada y debe ser acatada por dicha entidad.

4. El artículo 36 de la Ley 38 de 2000, que regula el Procedimiento

Administrativo General y dicta disposiciones especiales:

"Artículo 36. Ningún acto podrá emitirse o celebrarse con infracción de
una norma jurídica vigente, aunque éste provenga de la misma autoridad
que dicte o celebre el acto respectivo. Ninguna autoridad podrá celebrar
o em¡tir un acto para el cual carezca de competencia de acuerdo con la
ley o los reglamentos."

Finalmente, la violación del precepto legal en mención se sustenta en el

desconocimiento o falta de aplicación por parte de la Lotería Nacional de

Beneficencia, de la normativa a la que previamente se ha hecho referencia, esto

es, los artículos 1 y 2 (parágrafo, numeral 1)de la Ley 59 de 2005, los artículos

l5 (literal a)y 114 de la Resolución No. 85-01 de 2 de mayo de 1985 y el artículo

99 del Código Judicial. Lo anter¡or, hab¡da cuenta que d¡cha institución

desconoció: 1. La protección laboral que le asiste al señor Delvalle RÍos en virtud

de su padecimiento de una enfermedad crónica; 2. El derecho a la estabilidad

que amparaba al prenombrado demandante al no haber incurrido en ninguna de

las causales de destitución establecidas en el Reglamento de Personal de la

entidad acusada; y 3. El fuero laboral que le fuese reconocido mediante la

Sentencia de 3t de octubre de 2014, emitida por la Sala Tercera de la Corte

Suprema de Justicia.

II. INFORME DE CONDUCTA REQUERIDO A LA ENTIDAD ACUSADA.
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Mediante la Nota No. 2020 (9-01) 157 de 18 de agosto de 2020, la

Directora General de la Lotería Nacional de Beneficencia rindió el informe

explicativo de conducta requerido por esta Corporación de Justicia, básicamente

en los términos que pasamos a transcribir:

Se procedió a emitir Resolución de Acción de Personal N'2020 (19)041,
del quince (15) de enero de dos mil veinte (2020), donde se le comunica
al recurrente que mediante Resolución Administrativa N" 045 del quince
(15) de enero de dos mil (2020), ha s¡do destituido de su cargo según
estructura Administrador Reg¡onal, con funciones de Asesor I, en la
Agencia de Aguadulce, basándose en las atr¡buc¡ones que le otorga el
Decreto de Gabinete No. 224 del 16 del 16 de julio de 1 969, en su Articulo
V¡gésimo Cuarto, numeral 4 Orgán¡co de la Lotería Nacional de
Benef¡cenc¡a al D¡rector General, en primera instancia:

"Artículo Vigésimo Cuarto: El Director General tendrá las

siguientes atribuc¡ones:

+. ruomUrar, trasladar, dest¡tu¡r los empleados de Ia lnstitución,
determ¡nar sug funciones, imponerle sanc¡ones y concederles
vacaciones y licencias."

Que no consta dentro del expediente que el señor Rugiere del Valle Río,
pertenezca ala cafieta administrativa, ni que se encuentre protegido por

alguna Ley especial, por la cual es una funcionaria (sic) de libre
nombramiento y remoción en los términos que señala, el artículo o2 de la
Ley No 9 de 1994, "Por la cual se establece y regula la Carrera
Adm¡nistrativa", que a la letra d¡ce:

Por otra parte el recurrente alega ser un trabajador afectado por una serie
de enfermedades denominadas Diabetes Mellitus tipo 2, Dislip¡dem¡a y

Obesidad, y que solo podía ser destituido por causas justificadas' sin

embargo podemos señalar que no consta en el exped¡ente certificaciones
médicas que demostraren dichas enfermedades y que cumplan con los
procedimientos estipulados en la "Ley 25 de 2018 que modifica la Ley 59
de 2005, sobre protección laboral para personas con enfermedades
crónicas, involutivas yo (sic) degenerativas que produzcan discapacidad
laboral", y tampoco pertenecía a la categoria de servidor públ¡co de
carrera admin¡strat¡va, tal cual está estipulado en el artÍculo 2, numeral 47,

de la Ley 9 de 20 de junio de 1994, Por la cual se establece y regula la
Cerrera Administrativa, ordenado por la Ley 23 de 2017 , y en el caso que

nos ocupa el recurrente se encontraba en la categoría de servidor público

de libre nombram¡ento y remoción.

Como quiera que el recurrente siendo un seryidor público de libre
nombramiento y remoción, ha recibido el trámite ordinario
correspondlente por lo que se ha cumplido con el debido proceso, y por lo
que el recurrente ha hecho uso efect¡vo de sus garant¡as procesales,

consecuentemente fue rechazado el Recurso de Recons¡deración
presentado contra la Resolución Administrativa N'045 del cinco (5) de
enero de dos mil veinte (2020)." (Cfr, fs. 1 86 - 189 del expediente judicial).

III. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA POR EL PROCURADOR DE LA

ADMINISTRACIÓN.

En cumplimiento de lo dispuesto por el numeral 2 del artículo 5 de la Ley

38 de 2000, el Procurador de la Administración remitió a esta Sala la Vista
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No.l854 de 28 de diciembre de2021, a través de la cual contestó la demanda

contencioso administrativa de plena jurisdicción que motivó el negocio jurídico

bajo examen, solicitando a este Tribunal se sirva declarar que no es ilegal la

Resolución Administrativa No. 045 de 15 de enero de2020, emitida por la Lotería

Nacional de Beneficencia, ni su acto confirmatorio y, en consecuencia, se

denieguen las demás pretensiones formuladas; criterio que, en lo medular,

sustentó en los siguientes argumentos:

Que al no haber ingresado a la entidad demandada producto de un

concurso de mérito o encontrarse bajo la protección de alguna ley especial, el

señor Delvalle Ríos se considera un servidor público de libre nombramiento y

remoción, cuyo cargo se encontraba sujeto a la discrecionalidad de la autoridad

nominadora; razón por la que para desvincularlo no era necesario invocar causal

disciplinaria alguna, siendo suficiente con notificarlo de la resolución recurrida y

brindarle la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, tal como aconteció en

la vía gubernativa con la presentación del correspondiente medio de

impugnación.

Por otra parte, en torno a Ia alegada infracción del artículo 99 del Código

Judicial, señala que aún cuando la Sala Tercera haya emitido una decisión

mediante sentencia anterior, lo cierto es que la condición de libre nombramiento

y remoción se mantiene a razón que el actor no aportó elementos que pudieran

demostrar que el cargo que ejercía en la Loteria Nacional de Beneficencia

pertenecía al régimen de Carrera Administrativa, por lo que no estaba amparado

bajo ninguna Ley de Carrera.

Finalmente, al referirse al fuero laboral que invoca el demandante, el

Procurador de la Administración manifiesta que, de acuerdo a lo cons¡gnado en

la Ley 59 de 2005, modificada por la Ley 25 de2018, denho de las evidencias

procesales que reposan en el expediente judicial, no se encuentra la certificación

médica expedida por dos (2) médicos espec¡al¡stas idóneos del ramo, que

acrediten que las enfermedades crónicas que dice padecer, lo colocan en un
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estado que le produzca discapacidad laboral, tal como lo indica el artÍculo 1 de Ia

Ley en comento.

IV. CONSIDERACIONES Y DECISIÓN DE LA SALA TERGERA.

Una vez cumplidas las etapas procesales de rigor, la Sala Tercera de la

Corte Suprema de Justicia, en ejercicio de la atribución que le otorga el artículo

206, numeral 2, de la Constitución Politica de la República, el artículo 97 del

Código Judicial y el artículo 42-b de la Ley 135 de 1943, procederá a resolver, en

el fondo, la demanda contencioso admin¡strativa de plena jurisdicción interpuesta

por el Licenciado Ramón Alexis Pinzón Ortiz, actuando en nombre y

representación de Rugiere Delvalle Ríos, para que se declare nula, por ilegal, la

Resolución Administrativa No. 045 de '15 de enero de 2020, emitida por la Lotería

Nacional de Beneficencia, así como su acto confirmatorio, y para que se hagan

otras declaraciones.

Como disposiciones infringidas con la emisión de los actos demandados, el

apoderado judicial invoca los artículos 1 y 2 (parágraio, numeral l) de la Ley 59

de 2005, que adopta normas de protección laboral para las personas con

enfermedades crónicas, involutivas ylo degenerativas que produzcan

discapacidad laboral, modificada por la Ley 25 de 201 8; los artículos 15 (literal a)

y 114 de la Resolución No. 85-01 de 2 de mayo de 1985, derogada por la

Resolución No. 2017-01 de 20 de febrero de 2017, por la cual se aprobó el

Reglamento lnterno de la Lotería Nacional de Beneficencia; el artículo 99 del

Código Judicial; y el artículo 36 de la Ley 38 de 2000, que regula el Procedimiento

Administrativo General y dicta disposiciones especiales.

Sobre el particular, este Tribunal Colegiado considera importante aclarar,

que la violación endilgada a los artículos 't5 (literal a) y 114 de la Resolución

No.85-01 de 2 de mayo de 1985, que adoptó el Reglamento de Personal de la

Lotería Nacional de Beneficencia, carece de fundamento, toda vez que dicho

reglamento quedó tácitamente derogado con la expedición de la Resolución

No.2017-01 de 20 de febrero de 2017 , por la cual se aprobó el nuevo Reglamento

1l\
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Aprecia esta Magna Corporación de Justicia que si bien es cierto, el
funcionario Delvalle Ríos es un funcionario de libre nombramiento y
remoción, éste ciertamente se encuentra amparado por la Ley 59 de 2005,
ya que queda acreditado en el expediente judicial, mediante Nota
SMI/060/2010 de 15 de octubre de 2010, que el mismo padece de
Síndrome Metabólico caracterizado por Diabetes Mellitus 2, D¡sl¡pidem¡a
y Obesidad.

Al respecto, la Ley 59 de 2005 adopta normas de protección laboral para
las personas con enfermedades crónicas, involutivas y/o degenerat¡vas
que produzcan d¡scapacidad laboral, y en su artículo 4 claramente
establece que los trabajadores afectados por las enfermedades descr¡tas
en esta Ley, (dentro de las que se contempla la padecida por el
demandante) solo podrán ser desped¡dos o destituidos de sus puestos de
trabajo por causa justificada. Cabe señalar que este elemento
refiriéndonos al despido por causa justificada, no se configuro al momento
de la dest¡tución, ya que se constata que la misma se debió a que era un
funcionario de libre nombramiento y remoción, mas no a una falta
adm¡nistrat¡va o d¡scipl¡nar¡a.

En cuanto a la mod¡ficac¡ón que ¡ntrodujera la ley 4 de 2010, referente a
que las instituciones no están en la obl¡gación de reconocer la protecc¡ón
que brinda la ley 59 de 2005, hasta tanto la comisión interdisciplinaria no
expida la certificación de la condición física o mental de las personas que
padezcan enfermedades crónicas y/o degenerativas que produzcan
discapacidad laboral, cons¡dera este Tr¡bunal que dentro del asunto
planteado, se configuro lo que la doctrina considera buena fe, desde que
la parte actora tenía la legitima confianza de que se encontraba amparado
por un régimen especial de estabil¡dad para el trabajador discapacitado y
que solo podía ser despedido mediante la comprobac¡ón de una causa
legal que amer¡te su remoción. Debe quedar claro que es un compromiso
de la Administración el nombramiento o creación de la comisión
¡nterdisc¡plinaria establecida en el artículo 5 de la Ley 59 de 2005, para
realizar las evaluaciones pertinentes; y por tanto, no se puede atribu¡r al
administrado la consecución de dicha certificación.

lnterno. Ello quiere decir, que las normas reglamentar¡as que se aducen

infringidas, ya habían perdido vigenc¡a cuando se prof¡r¡ó la Resolución

Administrativa No. 045 de 15 de enero de 2020, objeto de reparo; portanto, se

descartan estos cargos.

Ahora bien, al examinar los dos primeros cargos de ilegalidad que se

plantean en la demanda, relativos a la protección laboral que ampara al

demandante en virtud de su diagnóstico de "Síndrome metaból¡co caracteizado

por Diabetes Mellitus tipo 2, dislipidemia y obesidad", advertimos que estos

m¡smos argumentos en los cuales se sustenta la pretensión de nulidad de la

Resolución Administrativa No.045 de 15 de enero de 2020, fueron debidamente

anal¡zados en la Sentencia de 31 de octubre de 2O14, en cuya parte pertinente

la Sala Tercera expresó lo que a seguidas se transcribe:
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La Sala estima necesario señalar que, dentro del marco de la legal¡dad,
el acto impugnado ha sido emitido sin tomar en cuenta la regulación que
en materia de iqualdad de o ortu n¡dades oara las onas cono
discapacidad ha adoptado el Estado Panameño y que obligan a las
diferentes ¡nst¡tuc¡ones a considerar las m¡smas, al momento de tomar
medidas como las que han sido aplicadas en este caso.

El artículo I de la Ley N'42 de 27 de agosto de 1999, (G.O.# 23876 de
31 de agosto de 1999), "Por la cual se establece la equiparación de
oportunidades para las personas con discapacidad", en concordancia con
el artículo 1 Ley 59 de 28 de diciembre de 2005 "Que adopta normas de
protección laboral para las personas con enfermedades crónicas,
involutivas y/o degenerativas que produzcan discapac¡dad laboral",
pertenecen al grupo de disposiciones que establecen de forma precisa la
polít¡ca de Estado de garantizar la igualdad de oportunidades para las
personas con discapac¡dad en el ámbito de salud, educación, trabajo, vida
familiar, recreación, deportes, cultura, entre otros, obligando al mismo y a
la sociedad a ajustarse a los derechos, necesidades y aspiraciones de las
personas con d¡scapac¡dad.

..." (Cfr. fs. 148-157 del expediente ludicial).

Como puede verse, el argumento relac¡onado a la condic¡Ón laboral del

actor, en atención a la enfermedad crónica cuyo padecimiento acreditó, así como

las disposiciones legales que lo amparan, fue un tema decidido con anterioridad

por esta Sala, a través de la Resolución de 31 de octubre de2014, por la que se

declaró que es nulo, por ilegal, el acto administrativo conten¡do en la Resolución

Administrativa No. 33 de '17 de enero de 2011 , proferida por el Director General

de la Lotería Nacional de Beneficencia, se ordenó el reintegro del señor Rugiere

Delvalle Rios al cargo que ocupaba al momento de su destitución o a otro de

igualjerarquía y remuneración; y el pago de los salarios dejados de percibir desde

su destitución hasta su efectivo reintegro

Decisión esta que, al dilucidar en el fondo sobe su legalidad, se cons¡dera

final, definitiva y de obligatorio cumplimiento, de acuerdo a lo señalado en el

artículo 99 del Código Judicial, en concordancia con el artículo 206 de la

Constitución Política de la República de Panamá, los cuales transcribimos para

una mayor ilustración

"Artículo 99. Las sentencias que d¡cte la Sala Tercera, en virtud de lo
d¡spuesto en esta Sección, son f¡nales, definitivas y obligatorias; no

admiten recurso alguno, y las de nul¡dad deberán publicarse en la Gaceta
Oficial. "

"Artículo 206. La Corte Suprema de Justicia tendrá, entre sus atribuc¡ones
constitucionales y legales, las s¡gu¡entes:
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2. La jurisdicción contencioso-admin¡strativa respecto de los actos,
omisiones, prestación defectuosa o deflciente de los servicios públicos,
resoluciones, órdenes o dispos¡c¡ones que ejecuten, adopten, expidan o
en que incurran en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los
funcionarios públicos y autoridades nacionales, provinciales, municipales
y de las entidades públicas autónomas o sem¡autónomas. A tal fin, la

Corte Suprema de Justicia con audiencia del Procurador de la

Administración, podrá anular los actos acusados de ilegalidad; restablecer
el derecho particular violado; estatuir nuevas disposiciones en reemplazo
de las ¡mpugnadas y pronunciarse prejudicialmente acerca del sent¡do y

alcance de un acto administrativo o de su valor legal. Podrán acogerse a
la jurisdicción contenc¡oso-admin¡strat¡va las personas afectadas por el
acto, resolución, orden o d¡spos¡c¡ón de que se trate; y, en ejercicio de la
acción pública, cualquier persona natural o juridica domiciliada en el país.

Las decisiones de la Corte en el ejercicio de las atribuciones señaladas

en este artículo son finales, defin¡t¡vas, obligatorias y deben publicarse en

la Gaceta Oficial."

En relación con la Sentencia de 31 de octubre de 2014, es oportuno

advertir, que s¡ b¡en los actos admin¡strativos acusados de ilegales son distintos,

lo cierto es que entre ambos procesos existe identidad de partes y de objeto, es

decir, la parte actora la constituye Rugiere Delvalle Ríos y la entidad demandada

lo es la Lotería Nacional de Beneficencia; y en cuanto al objeto del proceso, el

mismo se ciñe a verificar la condición laboral del exfuncionario, llegándose a

determinar que el mismo se encuentra bajo el amparo del régimen de estabilidad

que confiere la Ley 59 de 2005, modificada por la Ley 25 de 19 de abril de 2018.

De ahí que, al tener pleno conocimiento de la enfermedad crónica

(Diabetes Mellitus 2) que padece el señor Rugiere Delvalle Ríos y de la Sentencia

proferida por esta Corporación de Justicia, la cual, reiteramos, se considera f¡nal,

definitiva y de obligatorio cumplimiento, la Lotería Nacional de Beneficencia

ún¡camente podía destituir al demandante con base en la comisión de una falta

debidamente acreditada, y no como acontec¡ó, fundamentada en el ejercicio de

su d¡screc¡onalidad; razón por la que se encuentran probados los cargos de

ilegalidad planteados en la demanda.

Finalmente, en torno a la solicitud del pago de los salarios dejados de

percibir por el demandante, esta Corporación de Justicia no puede acceder a lo

pedido, puesto que, si bien mediante la Ley 151 de 24 de abril de 2020, se

reconoce dicha retribución laboral a todos aquellos trabajadores que sean

?\q
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reintegrados a sus cargos por razón de encontrarse amparados en la Ley 59 de

2005, lo cierto es que para la fecha en que se emitió el acto administrativo objeto

de reparo, esto es, el 15 de enero de 2020, dicha excerta legal aún no se

encontraba vigente, por lo que, reiteramos, no resulta viable acceder a este pago.

En consecuencia, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la

Corte Suprema, administrando Justicia en nombre de la República y por

autoridad de la Ley, DECLARA QUE ES ILEGAL, la Resolución Administrativa

No. 045 de l5 de enero de2020, emitida por la Lotería Nacional de Beneficencia,

al igual que su acto confirmatorio; y, en consecuencia, ORDENA EL

REINTEGRO del señor RUGIERE DELVALLE RIOS al cargo que ocupaba o a

otro cargo de igual jerarquía y salario de acuerdo a la estructura de la institución;

y NIEGA las demás pretensiones de la parte actora.

NOTIFIQUESE,

G
CHEN STANZIOLA
TRADA

CARLOS BERTO SQUEZREYES CECI O CEDA SE RIQUELME
AGIS o GI DO

O DE YOTO

lA ROSAS e 
-SECRETARIA LA SALA TERCERA

SALA III DE LACORTE SUPREI{A DE JUSIICIA
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Entrada No.27290-2020

DEMANDA CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA DE PLENA JURISDICCIÓN,
INTERPUESTA POR EL LICDO. RAMÓN ALEXIS PINZÓN, ACTUANDO EN
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE RUGIERE DELVALLE R¡OS, PARA QUE SE
DECLARE NULA, POR ILEGAL, LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N'045 DE
15 DE ENERO DE 2020, EMITIDA POR LA LOTER¡A NACIONAL DE
BENEFICENCIA, ASí COMO SU ACTO CONFIRMATORIO Y PARA QUE SE
HAGAN OTRAS DECLARACIONES.

SALVAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO

CECILIO CEDALISE RIOUELME

Con el respeto que me caracteriza, debo manifestarle al resto de los Mag¡strados

que ¡ntegran la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, que no comparto la decisión

del fallo en el sent¡do de declarar que es ilegal, la Resoluc¡ón Adm¡n¡strat¡va No. 045 de 15

de enero de 2O2O, por las razones que a cont¡nuación se expondrán.

Mediante el auto de pruebas No. 296 del dieciocho (18) de mayo de dos mil

veint¡dós (2022), y confirmado mediante el auto de treinta (30) de septiembre de dos

mil veintidós (2022), la Sala Tercera de la Coile Suprema de Justicia procedió a

admitir los siguientes documentos probatorios: La solicitud de copia autenticada de

la resolución No. 2020-16 de 11 de febrero de 2020 (ts.26 a27 del expediente

judicial); la cop¡a de recibido de la petición de la copia autenticada de varios

documentos (f. 29 del expediente judicial); el original del documento suscrito por el

Médico General Dr. ZACARíAS BASO del 20 de marzo de 2020 ('n.31 del expediente

judicial); la copia autenticada de la entrada No. 232 del B de abril de 2011 que

contenía el proceso contencioso administrativo (f .32-164 del expediente judicial); la

copia autenticada de la Resolución Administrativa No 045 del 15 de enero de 2020

(f. 177 del expediente judicial); la copia autenticada de la resolución No. 2020

(19)041 del 15 de enero de 2020 (f . 178 del expediente judicial); la Resolución No.

2020-16 de l1 de febrero del 2020 (fs. 179-180 del expediente judicial), además

también se admitió el cuadernillo que se adjuntó con la demanda, y la copia

debidamente autenticada y foliada del expediente administrativo de personal del

demandante.
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Consta de fojas 148 a 157 del expediente judicial, la resolución de treinta y

uno (31) de octubre de dos mil catorce (2014) emitida por esta Corporación de

Justicia, a partir de la cual se resuelve una desvinculación que previamente se habia

ejecutado en contra del demandante en años anteriores, y en la que se resuelve lo

siguiente:

" Por consiguiente, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo,
de la Coñe Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre
de la República y por autoidad de la Ley DECLARA QUE ES NULO,
POR ILEGAL, el acto administrativo contenido en Ia Resolución
Administrativa No 33 de 17 de enero de 2011, proferido por el
Director General de la Lotería Nacional de Beneficencia.
Asímismo, ORDENA el reintegro del señor Rugiere Delvalle Ríos al
cargo que ocupaba en la Loteria Nacional de Beneficencia al
momento de su destitución o a otro de igual jerarquía y
remuneración; así como el pago de los salarios caídos dejados de
percibir desde su destitución f,asfa su efectivo reintegro."

(Cfr. f . 157 del expediente judicial)

Sin embargo, no podemos perder de vista que el fallo de treinta y uno (31) de

octubre de dos mil catorce (2014) anteriormente se fundamentó sobre la base de

haber reconocido la existencia de la enfermedad crónica diabetes, pero en base a

lo inicialmente disponía la Ley 59/2005, la cual anteriormente y previo a su reforma

consagraba lo siguiente

"Artículo 5. La ce¡lificación de la condición física o mental de las
personas que padezcan enfermedades crónicas, involutivas y/o
degenerativas que produzcan discapacidad laboral, será expedida
por una comisión interdisciplinaria nombrada para tal fin."

En pocas palabras, la sentencia que anteriormente emitió la Sala Tercera de

la Corte Suprema de Justicia mediante la cual procedió a restituir a su puesto de

trabajo al demandante RUGIERE DELVALLE RíOS en su debido momento se

fundamentó en el hecho que el accionante había presentado una certificación que

acreditaba su padecimiento por médico idóneo y especialista tal como lo exigía

antiguamente la Ley 59/2005.

Sin embargo, la Ley 59/2005 fue modificada mediante la Ley 2512018,

quedando ahora vigente como requisito indispensable que para acreditar la

existencia de una enfermedad crónica, involutiva y/o degenerativa e insuficiencia
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renal crónica que genere una discapac¡dad laboral, deben aportarse dos (2)

certificaciones medicas dictadas por dos médicos especialistas idóneos del ramo.

La prenombrada disposición vigente ahora establece lo siguiente:

"Atfículo 5. La certificación de la condición física o mental de
las personas que padezcan enfermedades crónicas, involutivas
y/o degenerativas, así como insuficiencia renal crónica, que
produzcan discapacidad laboral, será expedida por una comisión
interdisciplinaria nombrada para tal fin o por el dictamen de dos
médicos especia/istas idóneos del ramo. La persona mantendrá
su puesfo de trabajo hasta que dicha comisión dictamine su
condición."

(Las negrillas son de la Sala)

Así las cosas a partir de abril de 2018, todo accionante que manifieste

padecer de una enfermedad crónica, involutiva y/o degenerativa asÍ como de

insuficiencia renal crónica deberá acreditar su padecimiento a través de

certificaciones médicas, ya sea expedidas por la Comisión lnterdisciplinaria o a

través del dictamen de dos (2) médicos distintos o diferentes especialistas

idóneos en la enfermedad tratante que arriben a la misma consideración de la

enfermedad crón¡ca, involutiva y o/ degenerativa que padece el reclamante.

En el presente caso, debemos recordar que el segundo acto administrativo

que procedió a desvincular al demandante RUGIERE DELVALLE RíOS que fue la

Resolución Administrativa No. 045 de 15 de enero de 2020 (Ctr.177 del expediente

judicial), y confirmada mediante la Resolución No. 2020-16 de 11 de febrero de

2020, aquellos actos administrativos de desvinculación se emit¡eron con

posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 2512018 que modificó la Ley

59/2005, por lo que era obl¡gator¡o que el accionante para acreditar la existencia de

una enfermedad crónica, debía de presentar no una sino dos (2) certificaciones

de dos médicos distintos o diferentes que sean especialistas idóneos en la

enfermedad tratante.

Al revisar las constancias probatorias que obran dentro del expediente

administrativo o de antecedentes, se observa la nota SMI/060/2010 del quince (15)

de octubre de dos mil diez (2010), emitida por el Dr. JORGE ABREGO S. en su

a,

1
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condic¡ón de Jefe del Servicio de Medicina lnterna del Hospital Dr. RAFAEL

ESTÉVEZ, en donde se certifica que el Sr. RUGIERE DEL VALLE, padece de:

"(...) Síndrome Metabólico de diagnóstico reciente, entidad clinica
caracterizada por:
- Diabetes Mellitus Tipo 2
- Dislipidemia
- Obesidad."

(Cfr. 55 del expediente Judicial)

De igual manera, también consta en el expediente administrativo, la Nota de

Veinte (20) de mazo de2020, emitida porel Médico ceneral, el Dr. ZACARíAS

BASO, que certifica que el señor RUGIERE DELVALLE RIOS, inic¡a su enfermedad

crónica desde el 20'10 posee los siguientes diagnósticos:

"- Diabetes Mellitus
- Hiperlipidemia
- Obesidad
- Radiopatia Cervical C3 C4 C6.'

(Cfr. f. 31 del expediente judicial)

Como se puede observar, el accionante no cumplió a cabalidad con el criterio

establecido en el artículo 5 de la Ley 2512018 debido a que únicamente aportó

previo a la destitución una sola certificación de un médico interno que describe el

padecimiento de Diabetes Mellitus Tipo 2, Dislipidemia y obes¡dad, sin aportarse

una segunda certificación de otro médico idóneo en el ramo de la enfermedad

tratante, a partir del cual se pueda inferir un segundo dictamen en relación a la

enfermedad crónica que señala padecer el accionante.

De conformidad con lo dispuesto en el articulo 5 de la Ley 59/2005

(modificada por la Ley 2512018), se evidencia que ante Ia falta de ejecución de la

comisión interdisciplinaria encargada de evaluar los casos de aquellas personas

que sufran de enfermedades crónicas, involutivas y/o degenerativas que produzcan

discapacidad laboral, es viable que se pueda acreditar la existencia del

padecimiento a través de certificaciones de dos (2) médicos idóneos en el ramo.

Sin embargo, la parte actora no ha cumplido con los presupuestos

establecidos dentro de la Ley 59/2005, que fue modificada mediante la Ley 2512018
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que ahora exige la presentación de dos (2) certificaciones de dos (2) médicos

idóneos en el ramo de la enfermedad tratante, por lo que no se le puede considerar

al accionante por parte de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia como

una persona amparada nuevamente a través de una ley especial como lo es la

normativa actual relativa a la existencia de enfermedades crónicas, involutivas y/o

degenerativas e insuficiencia renal crónica. Desconocer lo anterior seria violar el

principio de legalidad que rige el derecho administrativo. Si bien es cierto, las

enfermedades crónicas no tienen cura, sino que existen tratamientos paliativos para

la dolencia existente, esta Corporación de Just¡cia es del criterio que quien alega

padecer de una enfermedad crónica, debe cumplir con los criter¡os establecidos o

configurados por la Ley especial de enfermedades crónicas, la cual fue modificada

en abril de 2018, a fin de hacer valer su derecho.

En consecuenc¡a, al no haberse aportado los respectivos elementos

probatorios que exige la L.ey 2512018, lo pertinente era haber declarado legal el acto

administrativo impugnado.

Como los anteriores planteamientos no han sido compartidos por el resto de los

Magistrados que integran la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, me veo

precisado a expresar, respetuosamente, que SALVO Ml VOTO.
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Secretaria de la Sala Tercera
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